CGPJ-ACI
EN1311

XXIV JORNADES CATALANES DE DRET SOCIAL

21 y 22-02-2013
“La flexibilidad interna y los despidos colectivos en el sector público y en el privado”


VISIÓN JUDICIAL DE LA REFORMA LABORAL




Fernando Salinas Molina




Magistrado Sala IV Tribunal Supremo
Sumario: 

1.- El precedente de la reforma laboral del año 2010.

2.- Las reformas laborales del año 2012: líneas básicas en cuanto inciden esencialmente en el control judicial.
3.- La problemática de la valoración de la prueba y de la motivación reforzada de las resoluciones judiciales.
4.- El papel del Juez en la valoración y control de los hechos y consecuencias jurídicas de las normas que debe aplicar.- La Constitución como referente de la actuación judicial condicionando la interpretación normativa y su aplicación conforme a aquélla.
5.- La legislación de crisis y su control.

6.- La impunidad jurídica de muchas decisiones económicas y la insuficiencia actual de las normas y de organismos supraestatales que garanticen la efectiva aplicación de las normas.
1.- EL PRECEDENTE DE LA REFORMA LABORAL DEL AÑO 2010.
Las sucesivas reformas laborales, -- de la que no se salva la formulada en su día bajo otra composición parlamentaria, en el año 2010 (Real Decreto-ley 10/2010, de reformas urgentes para la reforma del mercado de trabajo -BOE 17-junio, convalidado mediante Resolución de 22-junio-2010 del Congreso de los Diputados –BOE 25-junio) --, en sus Preámbulos normativos han venido diagnosticando erróneamente como causa de la crisis económica y de la destrucción de empleo el modelo de relaciones laborales hasta entonces vigente (“que ha generado la rápida destrucción de cientos de miles de puestos de trabajo”) (
), pretendiendo su reforma como una urgente necesidad para evitar los grandes males anunciados en dichos preámbulos; y, además,  fundamentándose en estos, por tal eminente necesidad de cambio, el abandono del clásico y loable sistema de legislación social pactada y de dialogo social, aunque al tiempo efectuaban un canto a que “el consenso de que los interlocutores sociales constituye la vía más eficaz para introducir cambios sustanciales en el sistema de relaciones laborales” (
). 
Por otra parte, se intentaban vestir las mas drásticas medidas extintivas que instauraban haciendo referencia a que eran el último remedio por si fallaban o no eran suficientes los instrumentos de flexibilidad interna que también regulaban (“dichos instrumentos constituyen una alternativa positiva frente a medidas de flexibilidad externa que implican ”), aunque luego no se reflejaba tal anunciada voluntad legislativa “de adaptabilidad de las condiciones de trabajo a las circunstancias de la producción” en el texto articulado (
), si bien no son desechables, como veremos, tales pronunciamientos para interpretar el contenido y alcance de las correspondientes normas.
Además, -- y este es el punto en el que pretendo centrarme esencialmente en esta exposición --, las sucesivas reformas laborales ya desde la efectuada en el año 2010 han intentando, con idéntico desacierto, justificar una parte de sus modificaciones sustantivas y procesales en la falta de sintonía judicial con las normas legales que han tenido que modificar por tal causa, en especial en el tema de los despidos, individuales o colectivos, por circunstancias económicas, técnicas, organizativas o de producción; y que, al parecer estaría en la rechazable causa del desplazamiento de “muchas extinciones de contratos indefinidos realmente basadas en motivaciones económicas o productivas hacia la vía del despido disciplinario improcedente”; aunque en lado positivo es dable destacar que se afirma que se mantenía intacto el derecho a la tutela judicial efectiva, lo que debía tenerse muy en cuenta a efectos aplicativos e interpretativos, así como que “se persigue … reforzar la causalidad de la extinción de los contratos de trabajo, canalizando su finalización hacia la vía que proceda en función de la causa real que motiva su terminación” (
).
Se ha achacado a los jueces, por el propio legislador azuzado por un sector doctrinal, de intentar suplir el papel del empresario y de querer tomar las decisiones que al mismo le correspondían en el ejercicio de su derecho constitucional de libertad de empresa.
Para intentar limitar tales “excesos” judiciales, se han querido articular en la sucesivas reformas nuevas redacciones legales de los motivos justificativos de las diversas modalidades de despidos objetivos para, de hecho, intentar cerrar al máximo el camino a la valoración judicial de las circunstancias concurrentes y de su adecuación a la realidad empresarial y a la finalidad a la que deben responder, pretendiendo evitar los juicios de razonabilidad y/o de proporcionalidad.

Asimismo, las sucesivas reformas, empezando por la del año 2010, han venido reduciendo los incumplimientos formales que pudieran comportan la declaración de nulidad de los despidos objetivos que implicaban, como regla, la consecuencia de la readmisión obligatoria, con el derivado mayor coste empresarial en lo económico. La distinción tenía hasta la reforma del año 2010 una importante eficacia práctica, desde el momento en que el incumplimiento de los requisitos de forma en el despido disciplinario comportaban exclusivamente su declaración de improcedencia (arg. ex art. 55.1 y 4 ET) y, en cambio, en el despido objetivo el incumplimiento de los requisitos formales (entre otros, la falta de puesta a disposición de la indemnización procedente o de la falta de notificación de la carta de despido a los representantes de los trabajadores – entre otras, STS/IV 8-noviembre-2011 –rcud 364/2011) (
) comportaba la declaración de nulidad del despido, efectuable incluso de oficio, con la consecuencia de la readmisión obligatoria del trabajador despedido (arg. ex arts. 51.1 y 2, 53.1 y 4 ET, 124 LPL), así como la inaplicabilidad de la regla del pago por el Estado de los salarios de tramitación cuando la sentencia que declaraba la improcedencia del despido se dictaba transcurridos más de sesenta días hábiles desde la fecha en que se presentó la demanda (art. 57 ET).
Hasta la reforma del año 2010 había existido, ciertamente, una tendencia, en la práctica, consistente en encauzar a través de la modalidad procesal del despido disciplinario (con la singularidad de la declaración de improcedencia y no de nulidad por incumplimiento de los requisitos formales de la comunicación de despido o extinción),  e incluso en la aplicación de sus consecuencias sustantivas (indemnización, salarios de tramitación, responsabilidad estatal por salarios de tramitación), las impugnaciones de todo tipo de decisiones empresariales extintivas de la relación laboral ex art. 49 ET, salvo que se encuadraran claramente por el empresario dentro de los supuestos del despido colectivo o del objetivo, individual o plural. 
Ahora bien, una cosa es la modalidad procesal utilizable y otra la normativa sustantiva aplicable a cada tipo de extinción contractual; como con posterioridad ha querido delimitar la LRJS (Ley 36/2011, de 10 de octubre) en su art. 103.3 (“Las normas del presente Capítulo serán de aplicación a la impugnación de las decisiones empresariales de extinción de contrato con las especialidades necesarias, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 120 y de las consecuencias sustantivas de cada tipo de extinción contractual”). 
Como se ira comprobando, -- y a pesar de las afirmaciones contenidas en los Preámbulos normativos --, el sistema elegido empresarialmente para efectuar los despidos ha ido cambiando tras las sucesivas reformas pero sin ajustarse a las concretas normas jurídicas que pudieran parecer las mas procedentes legalmente, estando, por el contrario, condicionadas directamente por el sustrato económico que subyace en las decisiones empresariales extintivas.

Valórese que cuando la antigüedad del trabajador no era muy grande, la denominada indemnización complementaria por salarios de tramitación solía ser en la practica sensiblemente superior a la indemnización básica por extinción contractual, por lo que para evitar el abono de aquéllos, la practica enseñaba que algunos empresarios en vez de encauzar sus decisiones extintivas como despidos objetivos (individuales o plurales) los revistieran a modo de despidos disciplinarios, prefiriendo reconocer directamente la improcedencia del despido (utilizando la fórmula del denominado usualmente “despido expres”), aunque tuvieran que abonar una indemnización de 45 días de salario por año de servicio, utilizando la fórmula del reconocimiento empresarial de la improcedencia contemplada en el art. 56.2 ET para los despidos disciplinarios, la que nació precisamente de la Ley 45/2002 de 12-diciembre con la expresa finalidad de abaratar el despido. 
La jurisprudencia social fue reacia a la utilización directa de tal fórmula para los despidos claramente objetivos al no estar legalmente prevista para ellos y menos para burlar una posible declaración de nulidad de tales despidos por incumplimiento de los requisitos formales, especialmente por la no expresión en la carta de despido objetivo de las denominadas “causas motivadoras” ya que “no es solamente una causa abstracta la que tiene que expresarse en la carta de despido, sino también la causa concreta y próxima motivadora de la decisión extintiva, que refleja la incidencia en la empresa de un determinado tipo de causa o de una posible causa remota” (entre otras, STS/IV 30-marzo-2010 –rcud 1068/2009 - 
-). 
Pero en cambio, no fueron los jueces, sino el legislador del año 2010 al regular el denominado “Contrato de fomento de la contratación indefinida” quien otorgó carta de naturaleza a la utilización del “despido expres”, como mínimo, en los despidos objetivos respecto a trabajadores vinculados por dicha modalidad contractual, lo que por analogía suministraba argumentos para poderla extender los demás supuestos de despido objetivo (art. 3 RDL 10/2010 que modifica la DA 1ª Ley 12/2001, de 9 de julio, de medidas urgentes de reforma del mercado de trabajo para el incremento del empleo y la mejora de su calidad) (
).  
Cuestión totalmente distinta, de índole mas político-económica que estrictamente jurídica, que ahora no se aborda, son los planteamientos acerca de que en tiempos de crisis deban flexibilizarse las causas para las extinciones contractuales por circunstancias objetivas o que, -- al igual que se ha efectuado en otros materias, como en la regulación con plazos temporales del aborto o del divorcio --, se inste por determinados sectores empresariales y doctrinales el que se supriman las causas del despido objetivo o se establezcan unas reglas predeterminadas tan objetivas que no exijan interpretación judicial, instaurando un verdadero “despido libre”, a lo que, por ahora, directamente no se atreve ningún Legislador, para, realmente, intentar burlar de esta manera tanto la jurisprudencia constitucional que en el derecho al trabajo ex art. 35.1 CE incluye el derecho del trabajador a no ser despedido “sin justa causa” (SSTC 22/1981 de 2 de julio y 192/2003 de 27 de octubre, con doctrina seguida, entre otras, en la STS/IV 29-noviembre-2010 -rcud 3876/2009), como la normativa internacional y de la Unión europea que exige que no se pueda despedir sin justa causa (arts. 8 y 9 Convenio 158 OIT, art. 30 Carta Derechos Fundamentales de la Unión europea); advirtiendo, con acierto, la doctrina que ahí que, lógicamente y por aplicación del art. 96.1 CE, en relación con el principio de jerarquía normativa ex art. 9.3 CE, la nueva normativa de la denominada reforma laboral deba ser interpretada de conformidad con los compromisos internaciones y las normas imperativas comunitarias (
). 

Ahora bien hasta la fecha, si las normas jurídicas establecen unas causas o motivos para poder efectuar unilateralmente el empresario un determinado tipo de extinción contractual, la constitucional tutela judicial efectiva no permitiría el que judicialmente no pudiera valorarse su concurrencia y su proporcionalidad (entre el derecho al trabajo y el de libertad de empresa), como en cualquier otra materia en que concurren derechos, constitucionales o no, contrapuestos, y en la que deben fijarse los posibles límites para determinar el mínimo sacrificio de uno de ellos a favor del otro y en aras a la lícita y adecuada finalidad justificativa de tal decisión, cuando proceda. 
Desde otro aspecto, la reforma del año 2010, en cuya línea profundizó la del año 2012, se articulaba diversos mecanismos concurrentes para lograr la reducción de los costes del despido objetivo para el empresario, fomentando económicamente su mayor utilización sin que tuviera que articularlo a través del disciplinario, -- y dejando aparte ahora las relativas a la definición de sus concretas causas, a lo que luego se hará referencia --, cabría encuadrar en esta línea abaratadora del despido para el empresario las reformas ex RDL 10/2010 referentes a los siguientes extremos: 

A ) La reducción del plazo de preaviso, de 30 a 15 días, sin que la no concesión del preaviso o el error excusable en el cálculo de la indemnización (sin perjuicio de la obligación de su pago en la cuantía correcta) determinara la improcedencia del despido, al igual que con anterioridad tampoco comportaba su nulidad (arg. ex art. 53.1.c y 4.V ET y art. 123.3.II LPL); 

B ) La decisión extintiva se calificaría judicialmente como improcedente, y ya no como nula, cuando no se hubiesen cumplido los requisitos de forma del despido objetivo (arg. ex art. 53.4.V ET y art. 123.3.I LPL);

C ) Exclusivamente para el denominado “contrato para el fomento de la contratación indefinida”, se reducía la indemnización por despido objetivo improcedente de 45 días de salario por año de servicio con un máximo de 42 mensualidades a 33 días de salario por año de servicio con un máximo de 24 mensualidades (Disposición adicional 1º.4.I Ley 12/2001 modificada por art. 3 RDL 10/2010);

D ) Tanto para el denominado “contrato para el fomento de la contratación indefinida” como para los contratos ordinarios de carácter indefinido celebrados con posterioridad a la entrada en vigor del RDL 10/2010, siempre que el contrato hubiera tenido una duración superior a un año y cualquiera que fuera el número de trabajadores de la empresa, entre otros, en los despidos objetivos ex art. 52.c ET, el FOGASA abonaría directamente al trabajador una parte de la indemnización que le correspondiera en cantidad equivalente a 8 días de salario por año de servicio, con carácter transitorio hasta la entrada en vigor del nunca posteriormente creado Fondo de capitalización previsto en la disposición final segunda (arg. ex disposición transitoria 3ª RDL 10/2010). 

E  )  Exclusivamente con relación al denominado “contrato para el fomento de la contratación indefinida” se había previsto expresamente, -- como hemos adelantado --, que el empresario pudiera reconocer directamente la improcedencia de la causa objetiva utilizada para la extinción contractual procediendo conforme a lo dispuesto en el art. 56.2 ET, con los derivados beneficios en orden a la paralización de los salarios de tramitación (DA 1º.4.I Ley 12/2001 modificada por art. 3 RDL 10/2010). 
En cuanto a la definición de las diversas causas o motivos, la reforma del año 2010, derogó el originario art. 52.c) ET, regulador de la “extinción del contrato por causas objetivas”, inicia el camino de pretendida objetivización definitoria, suprimiendo las definiciones de las causas y su expresa finalidad contenidas en el mismo y remitiendo a los conceptos que para el despido colectivo estableció en el art. 51 ET, manteniendo como única diferencia para unos u otro el numero de trabajadores afectados (los denominados umbrales) (
).
En definitiva, desaparecen en el art. 52.c) ET los términos finalistas contenidos en la norma precedente como la “necesidad objetivamente acreditada” de aplicación común a todos los supuestos, o el de “contribuir a la superación” especifico del despido económico o, finalmente, el de “superar las dificultades que impidan el buen funcionamiento de la empresa” para los despidos por causas técnicas, organizativas o de producción, que habían venido delimitando y condicionando la interpretación jurisprudencial de las causas del despido objetivo, individual o plural; e incluso con matices distintos al utilizado por la jurisprudencia contencioso-administrativa con respecto al “despido colectivo” ex art. 51.1 ET, al no coincidir plenamente la redacción de ambos preceptos estatutarios.


La reforma ex RDL 10/2010 pretendió justificar en su Preámbulo la necesidad de la nueva redacción que efectuaba de las causas del despido objetivo centrada en el art. 51.1 ET, afirmando, -- como se ha adelantado --, que con ella se tendía a proporcionar “una mayor certeza tanto a trabajadores y a empresarios como a los órganos jurisdiccionales en su tarea de control judicial”; para luego, con buenas palabras, pretender justificar que tal reforma era neutra pues ni impedía el control judicial de las causas en las mismas condiciones que ya se venía efectuado jurisprudencialmente, ni limitaba, sino que al contrario reforzaba, el controlable ajuste de la decisión empresarial a la finalidad legal (“… se persigue con ello reforzar la causalidad de la extinción de los contratos de trabajo, canalizando su finalización hacia la vía que proceda en función de la causa real que motiva su terminación”).


 Se produce, a pesar de lo afirmado en el Preámbulo, una primera flexibilización y objetivización de las causas contenidas a partir de entones ya exclusivamente en el art. 51.1 ET, con una redacción técnicamente inconcreta y pretendiendo eliminar referencias a la causalidad y/o real finalidad (
). 
Estableciendo: a) con carácter común a las causas técnicas, organizativas y productivas (no para las económicas), que “A estos efectos, la empresa deberá acreditar la concurrencia de alguna de las causas señaladas y justificar que de las mismas se deduce mínimamente la razonabilidad de la decisión extintiva para contribuir a mejorar la situación de la empresa o a prevenir una evolución negativa de la misma a través de una más adecuada organización de los recursos, que favorezca su posición competitiva en el mercado o una mejor respuesta a las exigencias de la demanda”; y b) específicamente para las causas económicas, si bien coincidía con las restantes en cuanto a la exigencia de acreditación empresarial de la causa y de justificación de que de los resultados económicos negativos acreditados “se deduce mínimamente la razonabilidad de la decisión extintiva”, sin embargo expresamente no se introdujo la referida adición finalística consistente en que dicha extinción pueda servir “para contribuir a mejorar la situación de la empresa o a prevenir una evolución negativa de la misma”.  
La reforma ex RDL 10/2010, a pesar de su afán flexibilizador que constituyó un primer paso iniciador de posteriores modificaciones, no se atrevió a objetivizar la definición de las causas del despido objetivo hasta el límite de no incluir la exigencia de una mínima razonabilidad de la decisión extintiva, pero a cambio de suprimir otras posibles valoraciones que posibilitaban directamente el examen de la finalidad de la decisión empresarial, en especial en los efectuados por causas técnicas, organizativas o de producción (“para superar las dificultades que impidan el buen funcionamiento de la empresa”), como ya se ha indicado.
2.- LAS REFORMAS LABORALES DEL AÑO 2012: LÍNEAS BÁSICAS EN CUANTO INCIDEN ESENCIALMENTE EN EL CONTROL JUDICIAL.
Las normas posteriores, en concreto las del año 2012 – RDL 3/2012, de 10 de febrero, de medidas urgentes para la reforma del mercado laboral, vigente desde el 12-02-2012; y Ley 3/2012, de 6 de julio, de medidas urgentes para la reforma del mercado laboral, vigente desde el 08-07-2012 --, en los aspectos ahora esencialmente analizados respecto al control judicial de los despidos objetivos y la proclamada desconfianza del Legislador reformista en los jueces, ha continuado y profundizado en la línea de intentar cercenar el papel judicial en la valoración de las circunstancias fácticas que justifican la posibilidad de aplicación adecuada de tal tipo de normas jurídicas y su interpretación conforme a los principios constitucionales de proporcionalidad. 

El Preámbulo de la Ley 3/2012, -- reforzando la línea marcada en el justificativo de la normativa del año 2010 --, insiste en la incidencia de la regulación de las condiciones laborales en la crisis económica (“La crisis económica ha puesto en evidencia la insostenibilidad del modelo laboral español”), en la exigencia de su inmediata reforma por imperativo, entre otros, de los “mercados” que sufrían un “enorme desasosiego” con nuestra situación del mercado de trabajo (“Los problemas del mercado de trabajo … son estructurales, afectan a los fundamentos mismos de nuestro modelo sociolaboral y requieren una reforma de envergadura que … continúa siendo reclamada por todas las instituciones económicas mundiales y europeas …, por los mercados internacionales que contemplan la situación de nuestro mercado de trabajo con enorme desasosiego y, sobre todo, por los datos de nuestra realidad laboral, que esconden verdaderos dramas humanos”), intentándola vestir como una reforma no reductora sino favorecedora de los derechos e intereses legítimos de los trabajadores por aplicación de las reglas de la denominada “flexiseguridad” (“La reforma propuesta trata de garantizar tanto la flexibilidad de los empresarios en la gestión de los recursos humanos de la empresa como la seguridad de los trabajadores en el empleo y adecuados niveles de protección social”), configurándola como una reforma benéfica (“Esta es una reforma en la que todos ganan, empresarios y trabajadores, y que pretende satisfacer más y mejor los legítimos intereses de todos”).
Además, intenta explicar que configura el despido como la última medida en las situaciones de crisis, -- flexibilidad interna como alternativa a la destrucción de empleo, es decir, reducciones temporales de salario o de jornada como alternativa al despido --, lo que luego no se refleja con tanta claridad en la redacción de los correspondientes preceptos, pero lo que es muy importante tener en cuenta a los efectos interpretativos de proporcionalidad y finalísticos (“El capítulo III agrupa diversas medidas para favorecer la flexibilidad interna en las empresas como alternativa a la destrucción de empleo … En un sistema que genera incentivos adecuados, las empresas pueden hacer frente a las oscilaciones de la demanda recurriendo a mecanismos diferentes al despido, que preserven el capital humano de la empresa, tales como reducciones temporales de salario o de jornada. Este tipo de ajuste ha sido relevante en los países de nuestro entorno, lo que se ha traducido en una menor destrucción de empleo”).

Procede el Preámbulo a denostar el “despido exprés”, achacándole una larga serie de males para todos los afectados y para su control judicial y procediéndose en la normal legal a su supresión, argumentándose que “se ha convertido … en el principal cauce de extinción de contratos indefinidos, superando con creces el número de despedidos colectivos y objetivos … se revela frontalmente opuesto a lo que debería ser un sistema de extinción del contrato de trabajo presidido por la idea de flexiseguridad”; añade que, con respecto a los trabajadores y en orden al control judicial, que “crea inseguridad a los trabajadores, puesto que las decisiones empresariales se adoptan probablemente muchas veces sobre la base de un mero cálculo económico basado en la antigüedad del trabajador y, por tanto, en el coste del despido, con independencia de otros aspectos relativos a la disciplina, la productividad o la necesidad de los servicios prestados por el trabajador, limitando, además, sus posibilidades de impugnación judicial, salvo que concurran conductas discriminatorias o contrarias a los derechos fundamentales”; también advierte de los males para el empresario comporta por fijarse exclusivamente en el coste del despido, no obviando señalar que les resultaría mas barato efectuar despidos procedentes intentando, indirectamente, resaltarles la facilidad de acudir a los nuevos despidos objetivos, indicando que “desde el punto de vista empresarial … No constituye un comportamiento económicamente racional -el que cabría esperar del titular de una actividad empresarial -- despedir prescindiendo muchas veces de criterios relativos a la productividad del trabajador y, en todo caso, decantándose por un despido improcedente y, por tanto, más caro que un despido procedente por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción, cuya justificación debería ser más habitual en tiempos, como los actuales, de crisis económica. La razón de ello se residencia en los costes adicionales que acarrean los salarios de tramitación y en la dificultad, que se ha venido denunciando, respecto a la posibilidad de acometer extinciones económicas con costes, en términos monetarios y de tiempo, más razonables”.  
El RDL 3/2012 y la posterior Ley 3/2012 ya empezó imputando a la defectuosa práctica judicial el gran número de de los llamados “despidos exprés”, no sabiendo ni queriendo comprender que las decisiones empresariales se rigen con carácter principal por motivos económicos y no estrictamente jurídicos, y que ante la posibilidad de eliminar o de reducir la obligación de abono de salarios de tramitación la empresa obtenía mayor seguridad y celeridad utilizando tal formula a la vez que, como regla, le era más rentable económicamente, evitándose un litigio con la carga de la prueba de los motivos alegados.
La practica posterior ha evidenciado que los consejos del Legislador del año 2012 en este extremo, y pesar de la generalizada supresión de los salarios de tramitación, no han calado en el empresariado, titular de la facultad de despedir, pues incluso una buena parte de los despidos teóricamente colectivos se siguen articulando como despidos individuales por estos cauces ahora no regulados y a modo de “despido exprés”, de nuevo por motivos estrictamente económicos e indirectamente por las inadecuadas normas sustantivas y procesales instauradas para regular esta modalidad de despido colectivo.
También a la carestía de los despidos colectivos se imputa por el Legislador del año 2012 la necesidad de suprimir la autorización administrativa por parte de la Autoridad Laboral, ante la dificultad de alcanzar pactos “baratos” en la fase de consultas ante lo inesperado de la decisión final de la Autoridad laboral, dejando en manos del empresario la decisión final, háyase o no alcanzado acuerdo, únicamente manteniendo “la exigencia comunitaria de un período de consultas”  (“supresión de la necesidad de autorización administrativa, manteniendo la exigencia comunitaria de un período de consultas, pero sin exigirse un acuerdo con los representantes de los trabajadores para proceder a los despidos”).

Se intenta también justificar tal supresión, -- que extiende a suspensiones temporales y reducciones de jornada --, en aras a una pretendida celeridad y al cumplimiento de los fines propios tanto del periodo de consultas y como los de tal modalidad de despido como ultima medida en tiempos de crisis (
).

Así como igualmente la necesidad de tales cambios la achaca el Legislador reformista en la fase judicial al modo de interpretación “ambivalente” de las correspondientes normas que genera desconfianza empresarial obligándoles a los empresarios a acudir a otras medidas de mayor coste económico (“los despidos objetivos … han venido caracterizándose por una ambivalente doctrina judicial y jurisprudencia, en la que ha primado muchas veces una concepción meramente defensiva de estos despidos, como mecanismo para hacer frente a graves problemas económicos, soslayando otras funciones que está destinado a cumplir este despido como cauce para ajustar el volumen de empleo a los cambios técnico-organizativos operados en las empresas. Ello explica que las empresas se decantaran, a menudo, por el reconocimiento de la improcedencia del despido, evitando un proceso judicial sobre el que no se tenía demasiada confianza en cuanto a las posibilidades de conseguir la procedencia del despido, debiendo, por tanto, abonar la indemnización por despido improcedente más el coste adicional que suponían los salarios de tramitación”).

La afirmada desconfianza empresarial en los jueces la comparte y aprovecha el Legislador reformista del año 2012 para redefinir las causas del despido objetivo con un afán objetivizador con la loable finalidad proclamada de evitar “incertidumbre” (lo que incluso profundiza en los aspectos sustantivos y procesales la Ley 3/2012 respecto del RDL 3/2012) (“se introducen innovaciones en el terreno de la justificación de estos despidos. La Ley se ciñe ahora a delimitar las causas económicas, técnicas, organizativas o productivas que justifican estos despidos, suprimiéndose otras referencias normativas que han venido introduciendo elementos de incertidumbre”).

Por si  no era suficiente con la reforma del articulado, el Legislador del año 2012, en el Preámbulo normativo, procede a dar consejos a los jueces de cómo tienen que interpretar tales normas y sobre lo reducido del control judicial que deben efectuar sobre las mismas de las mismas, desarrollando la ya expuesta idea de tratándose de despidos objetivos su “justificación debería ser más habitual en tiempos, como los actuales, de crisis económica”; y criticando las redacciones precedentes y su interpretación judicial, dado que “tales referencias incorporaban proyecciones de futuro, de imposible prueba, y una valoración finalista de estos despidos, que ha venido dando lugar a que los tribunales realizasen, en numerosas ocasiones, juicios de oportunidad relativos a la gestión de la empresa. Ahora queda claro que el control judicial de estos despidos debe ceñirse a una valoración sobre la concurrencia de unos hechos: las causas. Esta idea vale tanto para el control judicial de los despidos colectivos, cuanto para los despidos por causas objetivas ex artículo 52 c) del Estatuto de los Trabajadores”. Con tales consejos parece también querer transmitir tranquilidad, certidumbre y seguridad al empresariado orientándolos hacia el nuevo despido colectivo y a la facilidad de su procedente, sin la amenaza ya de los salarios de tramitación que suprime como regla para las declaraciones de improcedencia.
Reparto de culpas que la práctica posterior ha evidenciado desenfocadas, pues la inmensa mayoría de los anteriores expedientes de regulación de empleo, tanto extintivos como suspensivos, finalizaban con acuerdo entre las partes, y la intervención de los tribunales contencioso-administrativos fue muy reducida, aunque ciertamente tardía. Sorprende además la oportunidad temporal del cambio normativo cuando, por una parte, por la estructura política generada tras las últimas elecciones generales y autonómicas existía la mayor coincidencia histórica entre el partido político gobernante a niveles estatal y autonómicos con la presumible mayor coordinación, y, por otra parte, el control jurisdiccional había pasado tras la LRJS a la jurisdicción social, estando diseñado un proceso especial único para la impugnación de actos administrativos de naturaleza laboral (art. 151 LRJS), con intervención de todos los posibles afectados, limitaciones en la recurribilidad, y en que, de ser condenatoria la sentencia firme, la misma era directamente ejecutable.
El Legislador olvida la loable intervención de la Autoridad laboral y de la Inspección de Trabajo y de Seguridad Social que había tenido hasta entonces a lo largo del expediente administrativo y en la fase de consultas, proponiendo soluciones alternativas a la extinción contractual que únicamente con tal tipo de presencia institucional podría lograrse. El propio Legislador del 2012, flexibilizó algo su postura respecto de la intervención administrativa en la fase previa como se refleja de la comparación de las sucesivas redacciones del art. 51 ET en el RDL 3/2012 y en la posterior Ley 3/2102. No se admitieron las enmiendas del GPCIU que postulaban una intervención mayor, aunque se introdujo la importante posibilidad de la mediación a la que la Autoridad Administrativa externamente está intentando que recurran las partes en muchos despidos colectivos de gran transcendencia, como es por todos conocido. 
El propio Real Decreto 1483/2012, de 29 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento de los procedimientos de despido colectivo y de suspensión de contratos y reducción de jornada (BOE 30-10-2012 en vigor desde el 31-10-2012), pretende por vía reglamentaria aumentar tal intervención de la Autoridad laboral con advertencias, recomendaciones, asistencia y mediación, ésta última a petición conjunta de las partes, pero sin dar a la Inspección de Trabajo el esencial papel que debería corresponderle en estos temas de interés colectivo, asignándole constataciones formales y únicamente parece darle iniciativa para comprobar si concurre fraude, dolo, coacción o abuso de derecho en la conclusión de los posibles acuerdos (en especial, arts. 6, 10, 11 21 y 22 RD 1483/2012). 
Valórese que la LRJS tiene mayor confianza en la esencial labor que pude desempeñar en estos temas de trascendencia colectiva la Inspección de Trabajo, puesto que en la modalidad procesal de movilidad geográfica, modificaciones sustanciales de condiciones de trabajo, suspensión del contrato y reducción de jornada por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción (también reformada por la Ley 3/2012) se posibilita, con un enfoque finalista, que “El órgano jurisdiccional podrá recabar informe urgente de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, remitiéndole copia de la demanda y documentos que la acompañen. El informe versará sobre los hechos invocados como justificativos de la decisión empresarial en relación con la modificación acordada y demás circunstancias concurrentes” (art. 138.3 LRJS)
La decisión de suprimir los expedientes administrativos de regulación de empleo en estas materias ha sido precipitada y, además, mal articulada en los aspectos sustantivo y procesal. Así: 

A ) En lo sustantivo, se intentan definir las causas con datos estrictamente objetivos, incluso con determinación concreta de los meses en que deben producirse las posibles pérdidas económicas e intentando eliminar todas las referencias en la norma a posibles previsiones de resultados o previsiones de futuro (
). Lo que ciertamente no se logra. En las propias causas económicas ya se hace referencia a la existencia de pérdidas “previstas” o en las causas productivas a lo que la empresa “pretende” colocar en el mercado. Las referencias a la razonabilidad surgen igualmente de las propias normas (arg. ex art. 52.b ET regulador del despido objetivo singular “Por falta de adaptación del trabajador a las modificaciones técnicas operadas en su puesto de trabajo, cuando dichos cambios sean razonables”) y, al igual que en los Preámbulos normativos, resulta que las declaraciones políticas de conocidos responsables ministeriales que intentan, ante desproporcionados despidos colectivos anunciados en grandes empresas, incidir en la voluntad negociadora empresarial, manifiestan claramente que el despido es la ultima medida a adoptar en estar reformas y que lo primero son las medidas de flexibilidad interna que la normativa establece. Más tales buenos deseos no se fijan claramente en el texto normativo, ni siquiera en una graduación exacta de las correspondientes causas aplicables a unas u otras medidas, y tampoco se concede expresamente al Juez la facultad de determinar si, en definitiva, existen otras medidas que pudieran haberse adoptado antes de acudir a la drástica fórmula del despido. 
B ) En lo procesal, conforme al Preámbulo, por una parte, “Se ha creado una nueva modalidad procesal para el despido colectivo, cuya regulación persigue evitar una demora innecesaria en la búsqueda de una respuesta judicial a la decisión empresarial extintiva … En aras a la celeridad que ha de presidir la regulación procesal laboral, esta nueva modalidad procesal tendrá el carácter de preferente y urgente y viene caracterizada por atribuir a los Tribunales Superiores de Justicia y a la Audiencia Nacional el conocimiento, en primera instancia, de la impugnación por parte de los representantes de los trabajadores del despido colectivo, reconociéndose, posteriormente en aras a la celeridad, el recurso de casación”; por otra parte, se señala que “… La impugnación individual de la extinción del contrato en el marco de un despido colectivo se sigue atribuyendo a los Juzgados de lo Social, por el cauce previsto para las extinciones por causas objetivas”. Procesalmente, la impugnación colectiva del despido ex art. 51 ET está defectuosamente articulada en dicho precepto en relación con el art. 124 LRJS, que constituye el punto negro de esta reforma en el aspecto procesal, con dos redacciones no coincidentes primero en el RDL 3/2012 y luego en la Ley 3/2012 (
). Habiéndose adicionado por la Ley 3/2012 la extraña a la filosofía de la propia reforma que pretende evitar intervenciones previas a la decisión empresarial, la modalidad de la impugnación colectiva subsidiaria empresarial de su propia decisión extintiva colectiva (no respecto de la suspensión temporal ni para la reducción de jornada), y defectuosamente construida al haberse omitido referencia alguna a sus posibles peculiaridades en los restantes preceptos procesales en los que incide e incluso en el propio art. 124 LRJS (en especial, en los temas relativos a la competencia en instancia de las Salas de lo Social de los Tribunales Superiores de Justicia y de la Audiencia Nacional, a la acumulación, al tiempo de las actuaciones procesales y a la evitación del proceso, --, se dispone (respecto a su carácter subsidiario, al plazo de caducidad para su ejercicio, al contenido de la demanda, a la legitimación pasiva, a la naturaleza declarativa de la sentencia y a los efectos de cosa juzgada respecto a los procesos individuales) que “Cuando la decisión extintiva no se haya impugnado por los sujetos a los que se refiere el apartado 1 o por la Autoridad Laboral de acuerdo con el artículo 148.b) de esta Ley, una vez transcurrido el plazo de caducidad de veinte días para el ejercicio de la acción por los representantes de los trabajadores, el empresario, en el plazo de veinte días desde la finalización del plazo anterior, podrá interponer demanda con la finalidad de que se declare ajustada a derecho su decisión extintiva. Estarán legitimados pasivamente los representantes legales de los trabajadores, y la sentencia que se dicte tendrá naturaleza declarativa y producirá efectos de cosa juzgada sobre los procesos individuales en los términos del apartado 5 del artículo 160 de esta Ley” (art. 124.3 LRJS).

Afortunadamente el Preámbulo de la Ley 3/2012 no achaca a la labor judicial de control de los despidos las trascendentes reformas que introduce en la regulación, fundamentalmente sustantiva, de los despidos individuales o plurales, tanto objetivos como disciplinarios, tendentes directamente a abaratar tales despidos. Así, siguiendo las explicaciones del referido Preámbulo, afectan esencialmente a:

A ) La disminución de la indemnización y de sus topes máximos, argumentando que “La tradicional indemnización por despido improcedente, de 45 días de salario por año de servicio con un máximo de 42 mensualidades, constituye un elemento que acentúa demasiado la brecha existente entre el coste de la extinción del contrato temporal y el indefinido, además de ser un elemento distorsionador para la competitividad de las empresas, especialmente para la más pequeñas, en un momento -como el actual de dificultad de acceso a fuentes de financiación” y que “Por ello, esta Ley generaliza para todos los despidos improcedentes la indemnización de 33 días, con un tope de 24 mensualidades, que se ha venido previendo para los despidos objetivos improcedentes de trabajadores con contrato de fomento de la contratación indefinida …”, lo que se refleja fundamentalmente en el art. 56.1 ET regulador de la indemnización en el despido improcedente (
).

B ) La supresión como regla de salarios de tramitación y ampliación del plazo de demora en la declaración judicial de improcedencia para que los asuma el Estado, razonándose que se mantiene “la obligación empresarial de abonarlos únicamente en los supuestos de readmisión del trabajador, bien cuando el empresario escoja esa opción ante un despido declarado improcedente, bien como consecuencia de la calificación de nulidad del mismo. En el caso de aquellos despidos improcedentes en los que el empresario opte por la indemnización, no es necesario el abono de los salarios de tramitación, lo cual se justifica en que el tiempo de duración del proceso judicial no parece un criterio adecuado para compensar el perjuicio que supone la pérdida del empleo, máxime teniendo en cuenta que el trabajador puede acceder a la prestación de desempleo desde el mismo momento en que tiene efectividad la decisión extintiva. Por otra parte, los salarios de tramitación actúan, en ocasiones, como un incentivo para estrategias procesales dilatorias, con el añadido de que los mismos acaban convirtiéndose en un coste parcialmente socializado, dada la previsión de que el empresario podrá reclamar al Estado la parte de dichos salarios que exceda de 60 días” (ahora 90 días), lo que se refleja en los arts. 56.2 y 4 y 57. 1 ET (reformado este último, al igual que derivadamente el art. 116.1 LRJS, por el RDL 20/2012, de 13 de julio, de medidas para garantizar la estabilidad presupuestaria y de fomento de la competitividad) (
).
C ) Disminución de los supuestos de indemnización a cargo del FOGASA en los despidos objetivos, razonándose en cuanto a este organismo que se racionaliza “su ámbito de actuación, ciñéndolo al resarcimiento de parte de las indemnizaciones por extinciones de contratos indefinidos que tengan lugar en empresas de menos de 25 trabajadores y no hayan sido declaradas judicialmente como improcedentes”, lo que se refleja en el modificado art. 33.8 ET (
), si bien los topes fueron reducidos en la reforma del art. 33.1 y 2 ET efectuada por el citado RDL 20/2012. 
3.- LA PROBLEMÁTICA DE LA VALORACIÓN DE LA PRUEBA Y DE LA MOTIVACIÓN REFORZADA DE LAS RESOLUCIONES JUDICIALES.
Como se ha adelantado, en el Preámbulo de la Ley 3/2012 se argumenta respecto de los despidos objetivos, colectivos o individuales o plurales, en cuanto a sus causas y al papel del control judicial, que “… Ahora queda claro que el control judicial de estos despidos debe ceñirse a una valoración sobre la concurrencia de unos hechos: las causas” (
).

No obstante tales conclusiones no pueden ser aceptadas, partiendo de que es función jurisdiccional la de “juzgar”, conforme al art. 117 CE, la que comprende no solamente la del control o fijación de los hechos que sirvan de sustrato a las normas  que el juez deba aplicar conforme a las reglas generales de la carga y de la valoración de la prueba, las que no sufren en el texto de la reforma laboral variación alguna, sino que también forma parte integrante de la función jurisdiccional la de determinar las consecuencias jurídicas que puedan derivarse legalmente de los hechos probados y la correspondiente relación de causalidad entre unos y otras, entrando aquí en juego las reglas o principio de proporcionalidad de las medidas adoptadas, el que exige tener en cuenta la finalidad pretendida y la adecuación de la medida a tal fin. Obsérvese que en alguna de las enmiendas presentadas en el Senado por el GPCIU, que no fueron aceptadas, se pretendía la adición de la exigencia de, al menos, una “mínima proporcionalidad”.

De numerosos preceptos introducidos por la propia Ley 3/2012 en la LRJS, se deduce que la carga de la prueba en los despidos, incluidos los objetivos, corresponde al empresario. Entre otros, de los arts. 124.8.III (ficta confesio por no entrega documentación requerida: “se podrán tener por ciertos a los efectos del juicio posterior los hechos que pretende acreditar la parte demandante”), 124.11.II (decisión ajustada a derecho; “cuando el empresario … acredite la concurrencia de la causa legal esgrimida”) o 124.11.IV (decisión no ajustada a derecho: “cuando el empresario no haya acreditado la concurrencia de la causa legal indicada en la comunicación extintiva”).

Por su parte la LRJS, al regular el contenido de diversas decisiones judiciales reitera la aplicabilidad del principio de proporcionalidad, con todo lo que ello comporta, en especial en temas de derechos fundamentales y de libertades públicas. Así en sus arts. 75.4 (reglas para la imposición de multas por temeridad), 90.4 (“Cuando sea necesario a los fines del proceso el acceso a documentos o archivos, en cualquier tipo de soporte, que pueda afectar a la intimidad personal u otro derecho fundamental … previa ponderación de los intereses afectados a través de juicio de proporcionalidad y con el mínimo sacrificio …”), 96.1 y 181.2 (carga de de la prueba en casos de vulneración derechos fundamentales “…corresponderá al demandado la aportación de una justificación objetiva y razonable, suficientemente probada, de las medidas adoptadas y de su proporcionalidad “), así como en el art. 180.5 (medidas cautelares en la modalidad procesal de tutela “…sólo se admitirán alegaciones y pruebas sobre la justificación y proporcionalidad de las medidas, en relación con el derecho fundamental y el riesgo para la efectividad de la resolución que deba recaer”).
Pero, además, una forma de aplicación de las leyes que convirtiera a los órganos jurisdiccionales en meros constatadores de la existencia de unos hechos con directa automaticidad en la aplicación de las consecuencias legales, sería contraria a la esencia de la función de juzgar ex art. 117 CE y al principio constitucional de proporcionalidad cuando entran en conflicto derechos, valores o intereses dignos de protección, -- y recuérdese que, como se ha indicado, la jurisprudencia constitucional incluye como parte del derecho al trabajo ex art. 35 CE el derecho a no ser despedido sin justa causa, lo que ha sido asumido por la jurisprudencia de casación unificadora --, para cuya aplicación debe tenerse en cuenta: 

1) la finalidad de la medida adoptada; 

2) la idoneidad de la medida (aptitud o adecuación de la medida para conseguir la finalidad pretendida); 

3) la necesidad de la medida (ausencia de alternativas más moderadas o menos gravosas para la consecución, con igual eficacia, de la finalidad perseguida); y 

4) la proporcionalidad en sentido estricto (que la medida sea proporcionada o equilibrada por derivarse de la misma más beneficios o ventajas para el interés general que perjuicios sobre otros bienes o valores en conflicto).

Pero, aunque no figure en los textos normativos ordinarios, la proporcionalidad debe aplicarse en la valoración judicial de las decisiones empresariales, pues precisamente el nexo de proporcionalidad y congruencia de la decisión empresarial respecto al fin perseguido es lo que legitima el ejercicio del poder empresarial  excluyendo la arbitrariedad (
).

En consecuencia, la inaplicación practica injustificada de las medidas de suspensión de contratos o de reducción de jornada antes de acudir a los despidos colectivos, cuando con tales medidas pudiera obtenerse con igual eficacia y de manera menos traumática la finalidad perseguida, vulneraría el principio de proporcionalidad.

Como pone de relieve un sector doctrinal con relación, especialmente, a las decisiones extintivas de caracterizadas grandes empresas sin una motivación razonable, se observa que “Despreciando las técnicas que el ordenamiento jurídico español prevé para amortiguar los efectos de la crisis sobre las empresas y desplegar en el tiempo sus efectos más nocivos -- como el procedimiento de suspensión colectiva de contratos de trabajo en los casos de crisis económica -- estas empresas reaccionan frente a la previsible disminución de sus, por otra parte, exorbitantes beneficios con la destrucción masiva de empleo”, remarcando el papel que debieran adoptar ante tales actuaciones los poderes públicos y los sindicatos para controlar tales actuaciones y tutelar el derecho al trabajo, señalando que “Sin embargo los poderes públicos deben tutelar el derecho al trabajo y regular consecuentemente los flujos de empleo en el mercado de trabajo sobre la base del respeto a este derecho básico que requiere una motivación razonable para su ablación por los poderes económicos. La regulación del empleo es un elemento propio de la civilización democrática, y las reglas que la inspiran, junto con la actuación decisiva de los sindicatos en el gobierno de esta situación de crisis, forman parte de las reglas del juego, que nunca pueden resumirse en la resolución autoritaria y prepotente del conflicto, incompatibles con una situación democrática” (
). 
En este punto, debe recordarse la exigencia constitucional de motivación reforzada de las resoluciones judiciales cuando afectan a derechos fundamentales o libertades públicas (art. 24 CE en relación con art.  35 CE–derecho al trabajo). Reitera la jurisprudencia constitucional que cuando se impetra el derecho a la tutela judicial efectiva para la defensa de derechos sustantivos fundamentales el canon de constitucionalidad a aplicar es un “canon reforzado de motivación”, lo que exige un mayor rigor y cualificación en la motivación de las resoluciones judiciales en función del derecho material sobre el que recaen, pues “no solo entra el juego el derecho a la tutela judicial efectiva, sino que puede producirse un efecto derivado o reflejo sobre la reparación del derecho fundamental cuya invocación sostenía la pretensión ante el órgano judicial, con independencia de que la declaración de la lesión sea sólo una de las hipótesis posibles” (
). 

En esta línea interpretativa (
), un sector doctrinal advierte que el resultado afectante a la dignidad del trabajador no puede justificarse por la sola inercia de la presunción de legitimidad de los actos de ejercicio de los poderes empresariales cuando lo que está en juego es la tutela de los derechos fundamentales del trabajador (
). 


La aplicación del principio de proporcionalidad con relación a un despido objetivo, se refleja claramente en la STS/IV 29-noviembre-2010 (rcud 3876/2009) en la que se razona que “… en el caso de que tratamos no se traslada el problema -las dificultades empresariales- de un centro de trabajo a otro, porque si bien la empresa no tenía la obligación ex lege de buscar necesario acomodo al trabajador afectado, de todas formas lo que sí afirmamos es que en el presente caso ha de darse prioridad al traslado [voluntario para el trabajador] frente a la masiva contratación de trabajadores ajenos. Y aunque ciertamente esta obligación -trasladar, antes que contratar- no figure expresamente en la norma, entendemos que puede colegirse de su propio texto, puesto que habla de «superar las dificultades que impidan el buen funcionamiento de la empresa » y en todo caso es consecuencia de la interpretación jurisprudencial sobre la racionalidad de la medida a adoptar, que -como decíamos- está ausente en un supuesto tan singular como el presente. Aparte de resultar -en el caso- la solución más acorde con el derecho al trabajo que reconoce el art. 35.1 CE , que en su vertiente individual se concreta en el «derecho a la continuidad o estabilidad en el empleo, es decir en el derecho a no ser despedido sin justa causa» (SSTC 22 /1981, de 2/Julio …; y 192/2003, de 27/Octubre …), porque, tanto exigencias constitucionales como compromisos internacionales, hacen que rija entre nosotros el principio general de la limitación legal del despido, así como su sujeción -para su licitud- a condiciones de fondo y de forma, lo que no significa que no hayan de tenerse en cuenta los derechos constitucionales de la libertad de empresa y de la defensa de la productividad, pero sí que se ha de atender a la necesaria concordancia entre los arts. 35.1 y 38 CE y, sobre todo, el principio de Estado social y democrático de Derecho (STC 192/2003, de 27/Octubre …). Lo que necesariamente invita -en el supuesto de que tratamos- a acoger interpretaciones no extensivas en la aplicación del derecho empresarial a amortizar puestos de trabajo por causas objetivas, en tanto que más favorables a la deseable continuidad en el empleo”, pero añade la referida sentencia que sin que, por otra parte, ello comporte la “indebida sustitución del empresario por el Juez en el núcleo de las decisiones que sólo a aquel corresponden, en tanto que intransferible reducto de autonomía en la dirección de la empresa. No hay que olvidar que si el art. 38 CE «garantiza el inicio y el mantenimiento de la actividad empresarial ´en libertad´, ello entraña en el marco de una economía de mercado, donde este derecho opera como garantía institucional, el reconocimiento a los particulares de una libertad de decisión no sólo para crear empresas y, por tanto, para actuar en el mercado, sino también para establecer los propios objetivos de la empresa y dirigir y planificar su actividad en atención a sus recursos y a las condiciones del propio mercado» (así, SSTC 225/1993, de 8/Julio …; y 112/2006, de 5/Abril ... Reproducidas por las SSTS 08/10/07 -rco 115/06; y 08/07/10 -rco 248/09)” .
4.- EL PAPEL DEL JUEZ EN LA VALORACIÓN Y CONTROL DE LOS HECHOS Y CONSECUENCIAS JURÍDICAS DE LAS NORMAS QUE DEBE APLICAR.- LA CONSTITUCIÓN COMO REFERENTE DE LA ACTUACIÓN JUDICIAL CONDICIONANDO LA INTERPRETACIÓN NORMATIVA Y SU APLICACIÓN CONFORME A AQUÉLLA. 
Tras promulgase la Constitución Española del año 1.978 cambia sustancialmente el papel del Juez en la valoración y control de los hechos y consecuencias jurídicas de las normas que debe aplicar, al constituirse en referente de la actuación judicial condicionando la interpretación normativa y su aplicación conforme a aquélla y en base a los principios que de la misma se derivan, lo que incide en la interpretación y aplicación de las restantes normas jurídicas aunque no afecten de manera directa a derechos fundamentales o a libertades públicas.
Los Jueces debemos interpretar y aplicar la normativa pre y post-constitucional, en las materias laborales (fuentes de la relación laboral, condiciones mínimas de derecho necesario, condiciones de trabajo, mérito y capacidad, modificación y extinción del contrato de trabajo, control judicial), sindicales (sindicatos, huelga, negociación colectiva) y de seguridad social (igualdad de los hijos, igualdad varón-mujer, parejas de hecho, concepto de familia y de matrimonio, suficiencia de prestaciones, situaciones de necesidad), ajustándola a los derechos y principios constitucionales, contando con el poderoso instrumento de una Constitución valiente que, -- a diferencia de lo que acontece en otros textos constitucionales, no exigía un previo desarrollo legislativo para su aplicación por los tribunales --, posibilita la aplicación directa por los órganos jurisdiccionales ordinarios de los derechos fundamentales y libertades públicas que en la misma se proclaman (arts. 14 a 38 CE), puesto que vinculan a todos los poderes públicos (art. 53.1 CE) y, por otra parte, preceptúa que el reconocimiento, el respeto y la protección de los denominados “principios rectores de la política social y económica” (arts. 39 a 52 CE) debe informar la práctica judicial, aunque éstos últimos solo pueden ser alegados ante los órganos judiciales de acuerdo con lo que dispongan las leyes que los desarrollen (arg. ex art. 53.3 CE).

En cuanto a sus principios básicos inspiradores, destaquemos que el valor “igualdad” se proclama en el primero de los artículos del texto constitucional como uno de los cuatro valores superiores del ordenamiento jurídico (art. 1.1 CE) y su interconexión con el art. 14 CE. Ello ha permitido reconocer un derecho fundamental a la igualdad y a la no discriminación y el art. 14 CE garantiza así las dos funciones propias de la igualdad, ser límite objetivo del poder y derecho de la persona. Como destaca la doctrina, esta norma ha tenido un impacto mucho mayor que otros preceptos constitucionales en la transformación de nuestro ordenamiento jurídico, y ha devenido uno de los preceptos constitucionales más relevantes en todos los sectores del ordenamiento y también en el de las relaciones laborales; afirmándose que por impulso de la jurisprudencia constitucional, nuestro ordenamiento ha incorporado plenamente el principio de igualdad; ha superado una concepción formal de igualdad “ante la ley”, como generalidad de la misma y supresión de privilegios, y la ha completado con contenidos valorativos o materiales, como igualdad “en la ley”. El principio de igualdad deviene un principio informador de toda regulación jurídica, y que permite desde la perspectiva de la igualdad el control constitucional de toda la acción de los poderes públicos, en particular de la acción legislativa (
).

La doctrina advierte, en esta línea combinada de los arts. 9.2 y 14 CE, que “En lo que se refiere a las diferencias de trato entre trabajadores y empresarios, el Tribunal Constitucional, para justificarlas ha puesto en conexión el art. 14 con el 9.2 CE con lo que ha establecido una base constitucional mucho más firme al derecho del Trabajo como ordenamiento ´desigualatorio´, y de los tratamientos desiguales a favor del trabajador” (
).
Contamos, igualmente, los juzgados y tribunales ordinarios con una norma constitucional imperativa que impide la pasividad judicial y nos obliga, -- con especial incidencia en el ámbito social en el que, por esencia y en su inmensa mayoría, en la práctica las situaciones y relaciones jurídicas no descansan en la verdadera igualdad las partes, como han reflejado incluso en sus Preámbulos muchas normas post-constitucionales --, a adoptar posturas activas en aras a la lograr los valores que la CE proclama. 

Me refiero al trascendente art. 9.3 CE, dirigido a todos los poderes públicos, entre ellos, obviamente, a los juzgados y tribunales, en el que se preceptúa que corresponde a tales poderes “promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social”, al que luego complementa el propio art. 9.4 CE, proclamando con rotundidad que “La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos”.

Estos preceptos refuerzan y amplían, desde un plano normativo superior, la regla clásica del viejo Código Civil, que era casi el único soporte legislativo del que disponíamos hasta la entrada en vigor de la CE los Jueces y Tribunales para efectuar una aplicación de las normas acorde con la realidad, en la que se dispone que “Las normas se interpretarán según el sentido propio de sus palabras, en relación con el contexto, los antecedentes históricos y legislativos, y la realidad social del tiempo en que han de ser aplicadas, atendiendo fundamentalmente al espíritu y finalidad de aquéllas” (art. 3.1 CC). Norma que guarda trascendental importancia en orden a la denominada “interpretación evolutiva de las instituciones”, reflejada en la STC 198/2012, de 6 de noviembre de 2012, sobre modificación del Código civil en materia de derecho a contraer matrimonio y en la que se proclama la constitucionalidad de la regulación legal del matrimonio entre personas del mismo sexo, a la que luego haremos referencia.

Pero si lo anterior no era suficiente, la misma Constitución nos sigue suministrando otros medios para que los juzgados y tribunales no tengamos excusa para no aplicar en toda su extensión sus principios.


En la norma que encabeza el desarrollo del Título que la CE dedica a los derechos y deberes fundamentales, se hace referencia a un derecho inherente a la propia persona, en cualquier momento, lugar o situación, en concreto a la “dignidad de la persona”; de singular trascendencia en todos los ámbitos y entre ellos el social. 


Norma básica en la que se proclama que “La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la personalidad, el respeto a la Ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz social” (art. 10.1 CE) y en cuya ultima parte, con su referencia al “respeto …  a los derechos de los demás”, nos suministra reglas interpretativas de proporcionalidad de sacrificios ante las colisiones de derechos. 


De esta concreta norma, -- y con el esencial argumento, esgrimido en la jurisprudencia constitucional, de que estos derechos son los que «pertenecen a la persona en cuanto tal y no como ciudadanos, o dicho de otro modo, se trata de derechos que son imprescindibles para la garantía de la dignidad humana que conforme al art. 10.1 de nuestra Constitución es el fundamento del orden político español», así como que la dignidad de la persona “obliga a reconocer a cualquier persona, independientemente de la situación en que se encuentre, aquellos derechos o contenidos de los mismos imprescindibles para garantizarla, erigiéndose así la dignidad en un mínimo invulnerable que por imperativo constitucional se impone a todos los poderes, incluido el legislador” --, han derivado muy importantes consecuencias, como se ha encargado de remarcar más tarde la jurisprudencia constitucional (entre otras, STC 233/2007, de 7-noviembre-2007), consistentes en que se ha fundamentado en la dignidad de la persona el pleno reconocimiento a cualquier persona de los derechos a la vida, a la integridad física y moral, a la intimidad, a la libertad ideológica, a la tutela judicial efectiva con su derecho instrumental a la asistencia jurídica gratuita, a la libertad y a la seguridad o a no ser discriminado por razón de nacimiento, raza, sexo, religión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social; y en el ámbito social, ha comportado el reconocimiento a los trabajadores extranjeros no regularizados de los derechos de reunión, de manifestación, de asociación, de libertad sindical y de huelga, en conexión estos últimos con los Convenios de la OIT (
).


Más instrumentos, en orden a la interpretación y aplicación de los principios constitucionales, nos proporciona también el propio art. 10 CE en su nº 2, cuando establece como criterio interpretativo que “Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los Tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados por España”, lo que se ha configurado como un elemento decisivo en el proceso de determinación del contenido y alcance de los derechos fundamentales y libertades públicas, destacando la jurisprudencia constitucional que “Esa decisión del constituyente expresa el reconocimiento de nuestra coincidencia con el ámbito de valores e intereses que dichos instrumentos protegen, así como nuestra voluntad como Nación de incorporarnos a un orden jurídico internacional que propugna la defensa y protección de los derechos humanos como base fundamental de la organización del Estado» (STC 91/2000)” (STC 236/2007). 

En el ámbito social, por esta vía deben de tenerse en cuenta los Convenios de la OIT aplicables en España; y por la vía del art. 96.1 CE la normativa social de la Unión Europea.


Un importante criterio interpretativo de la normativa legal introduce la ya citada STC 198/2012. Se estructura en ella una nueva forma interpretativa evolutiva ajustada a la realidad de los tiempos e interrelacionándola con el art. 10.2 CE y con “la observación de la realidad social jurídicamente relevante”.


Se afirma que “… Se hace necesario partir de un presupuesto inicial, basado en la idea … de que la Constitución es un «árbol vivo» … que, a través de una interpretación evolutiva, se acomoda a las realidades de la vida moderna como medio para asegurar su propia relevancia y legitimidad, y no sólo porque se trate de un texto cuyos grandes principios son de aplicación a supuestos que sus redactores no imaginaron, sino también porque los poderes públicos, y particularmente el legislador, van actualizando esos principios paulatinamente y porque el Tribunal Constitucional, cuando controla el ajuste constitucional de esas actualizaciones, dota a las normas de un contenido que permita leer el texto constitucional a la luz de los problemas contemporáneos, y de las exigencias de la sociedad actual a que debe dar respuesta la norma fundamental del ordenamiento jurídico a riesgo, en caso contrario, de convertirse en letra muerta”. 


Añade que “Esa lectura evolutiva de la Constitución, que se proyecta en especial a la categoría de la garantía institucional, nos lleva a desarrollar la noción de cultura jurídica, que hace pensar en el Derecho como un fenómeno social vinculado a la realidad en que se desarrolla … Pues bien, la cultura jurídica no se construye sólo desde la interpretación literal, sistemática u originalista de los textos jurídicos, sino que también contribuyen a su configuración la observación de la realidad social jurídicamente relevante, sin que esto signifique otorgar fuerza normativa directa a lo fáctico, las opiniones de la doctrina jurídica y de los órganos consultivos previstos en el propio ordenamiento, el Derecho comparado que se da en un entorno socio-cultural próximo y, en materia de la construcción de la cultura jurídica de los derechos, la actividad internacional de los Estados manifestada en los tratados internacionales, en la jurisprudencia de los órganos internacionales que los interpretan, y en las opiniones y dictámenes elaboradas por los órganos competentes del sistema de Naciones Unidas, así como por otros organismos internacionales de reconocida posición”, destacando que “Por lo que hace a nuestro sistema constitucional, el camino de entrada de parte de estos elementos conformadores de la cultura jurídica, que por lo demás se alimentan e influyen mutuamente, viene dado por el recurso a un principio fundamental de la interpretación de la Constitución, que es el dispuesto en el art. 10.2 CE. La referencia a ese precepto … nos exige interpretar las normas relativas a los derechos fundamentales y libertades públicas contenidas en el título I de conformidad con la Declaración universal de derechos humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados por España, interpretación que de ninguna manera puede prescindir de la que, a su vez, llevan a cabo los órganos de garantía establecidos por esos mismos tratados y acuerdos internacionales … A lo anterior se une la constatación de que esos tratados se van incorporando paulatina y constantemente a nuestro ordenamiento, a medida que, acordados en el seno de la sociedad internacional, la Unión Europea o el Consejo de Europa, España los ratifica, con lo cual la regla hermenéutica del art. 10.2 CE lleva asociada una regla de interpretación evolutiva, que nos permitirá explicar el art. 32 CE y el ajuste al mismo de la Ley 13/2005”.

En definitiva, la CE ha sido y debe seguir siendo la norma rectora de las relaciones sociales – incluso de las normas dictadas en tiempo de crisis --, condicionando la interpretación normativa y su aplicación conforme a aquélla.
5.- LA LEGISLACIÓN DE CRISIS Y SU CONTROL.

A pesar de las situaciones de crisis económicas, la Constitución, esencia de un Estado social y democrático de Derecho (art. 1 CE) , debe presidir las actuaciones judiciales y el control judicial de la legalidad de las conductas. 

No es dable, ni siquiera en situaciones de crisis real, tolerar con mayor o menor complacencia episodios, que ya estaban erradicados en nuestro país, de trabajo de menores, de horarios excesivos, de explotación laboral, de trabajo esclavo, de inseguridad en las condiciones de trabajo, o, en general y en definitiva, en la terminología de la OIT, de trabajo “no digno” o “indigno”. 

Debemos ser conscientes que en reducción de costes nunca, en la situación actual, vamos a poder competir con la mayoría de los países emergentes, en los que incluso cuando actúan como empleadoras ciertas multinacionales de países teóricamente más respetuosos con los derechos sociales, mantienen condiciones de trabajo “indignas” con la frecuente excusa de abusos no conocidos cometidos por las subcontratistas; la superación debe centrase en la mayor calidad y el reto social (empresarial y sindical, y no solamente mediante códigos éticos) debe consistir en lograr el efectivo cumplimiento de unos mínimos universales de dignidad en el trabajo (
).
Las normas en materia social dictadas en nuestro país a partir del año 2.010, deberían interpretarse partiendo de su excepcionalidad derivada de un verdadero “derecho de crisis”, dando más fuerza, si cabe, en su interpretación y aplicación a los expuestos principios y valores constitucionales, para facilitar el inmediato retorno a nuestro alabado sistema de relaciones laborales basado en el “diálogo social” entre Asociaciones empresariales y Sindicatos fuertes, responsables y democráticos (como los quiere el art. 7 CE), con el apoyo de los Gobiernos estatal y autonómicos y con el soporte último del Parlamento en la elaboración final de acuerdos alcanzados convirtiéndolos en verdaderas normas jurídicas, sistema que desde la transición democrática, y salvo concretos periodos, ha regulado con éxito nuestras relaciones sociales, y ha generado una importante paz social.

Sobre la importancia del “diálogo social”, es esencial recordar la STC 68/2007, de 28-marzo-2007, recaída en los recursos de inconstitucionalidad formulados contra el Real Decreto-ley 5/2002, de 24 de mayo, de medidas urgentes para la reforma del sistema de protección por desempleo y mejora de la ocupabilidad, en la que se explicaba que “… es conveniente detenerse en la singularidad que los procesos previos de diálogo social aportan al procedimiento legislativo. Es indudable, y no parece necesario recordarlo aquí, el valor trascendente del diálogo social en nuestro Estado social y democrático de Derecho (art. 1.1 CE) y la importancia de la participación de las organizaciones sindicales y empresariales en el procedimiento de elaboración de aquellas leyes que puedan afectar a los intereses económicos y sociales a cuya defensa y promoción contribuyen significadamente (art. 7 CE). Es claro también que estos procesos de diálogo social, precisamente por venir en numerosas ocasiones referidos a proyectos de reforma de las instituciones del mercado de trabajo o de los sistemas de protección social, pueden estar condicionados por la necesidad de dar respuesta inmediata a coyunturas económicas o sociales problemáticas, en las que la utilización de la legislación de urgencia, tras la conclusión del proceso de diálogo, puede aparecer plenamente justificada (STC 23/1993, de 21 de enero …). Sin embargo, y en ausencia de estas razones, no puede aceptarse que la necesaria participación de los agentes sociales en el procedimiento legislativo –en lo que, en ocasiones se ha denominado «legislación pre-negociada»– implique enervar el ejercicio regular por las Cortes Generales de la potestad legislativa del Estado (art. 66.2 CE) (
). 
Recordemos, por otra parte, que el Tribunal Constitucional, en su sentencia 281/2005 de 7-noviembre, en un recurso de amparo en que se cuestionaba el derecho de los sindicatos a transmitir información sindical a sus afiliados a través del correo electrónico ya existente en la empresa, afirma con rotundidad, que los sindicatos, al igual que las asociaciones empresariales, son “entes de relevancia constitucional” inmediatamente protegidos por la Constitución, y que debe favorecerse el cumplimiento de la función que en un régimen democrático se atribuye a los sindicatos en beneficio, no sólo de los intereses de los trabajadores, sino del interés público, que “reclama unas organizaciones sindicales fuertes y dotadas de medios suficientes de acción”.
Sindicatos y Asociaciones empresariales fuertes son la garantía de la igualdad en las relaciones sociales. Si se priva de fuerza a la negociación colectiva y se intenta potenciar los pactos o convenios de empresa frente a los de ámbito superior, en el que las desigualdades son menores, los grandes Sindicatos quedarán reducidos en su actuación a las grandes empresas o a la Administración pública, pero en otros ámbitos existirán como máximo múltiples Sindicatos débiles (incluso de mero nivel de empresa) que establecerán condiciones de trabajo desiguales generando, además, competencia desleal entre las distintas empresas del sector derivadas de las disparidades en las condiciones de trabajo pactadas o aplicadas; y, por otra parte, las Asociaciones empresariales se limitarán a la defensa de las grandes empresas y a constituirse en grupos de presión. Lo que no es la misión constitucional de unos ni de otras. 
Hasta ahora, nuestro sistema de fuentes de la relación laboral estaba basado en los principios de norma mínima y de norma mas favorable, por lo que el convenio de empresa solamente tenía sentido si se mejoraba el convenio sectorial aplicable, favoreciendo este último la existencia de un mas amplio sustrato común de igualdad por encima de la normativa legal de carácter mínimo .

Cuestión distinta es que en nuestro sistema de relaciones laborales no se hayan establecido diferencias objetivas y razonables entre la regulación aplicable a las grandes y a las pequeñas o medianas empresas, lo que a su vez genera diferencias injustificadas entre ellas.

Precisamente con relación a  la reforma laboral ex Ley 3/2012, en un recurso de inconstitucionalidad formulado por un grupo de Parlamentarios contra diversos preceptos de aquélla, -- entre otros, los relativos al período de prueba en la modalidad contractual de apoyo a los emprendedores, las reglas genéricas que facultan el despido por causas económicas, la preferencia absoluta atribuida a los convenios de empresa frente a los convenios sectoriales, la prohibición cláusulas de jubilación en convenios colectivos, la supresión de salarios de tramitación en despidos improcedentes o la imposibilidad de que las Administraciones públicas empleadoras puedan recurrir a las medidas de suspensión de contratos --, se ha cuestionado si, entre otros, se vulneran los derechos de libertad sindical y de negociación colectiva, así como el principio de la fuerza vinculante de los convenios colectivos  (arts. 7, 28.1, 37.1 y 24 CE), el derecho al trabajo (arts. 35.1 y 24 CE) y el principio de igualdad y prohibición de tratamientos discriminatorios (arts. 14, 23 y 103.3 CE). 
Igualmente en cuestiones de inconstitucionalidad formuladas por los jueces (Auto JS/Madrid nº 14 de fecha 14-01-2013 –autos 407/2012) se cuestiona la reducción de indemnizaciones en el despido objetivo y la supresión de salarios de tramitación (invocando los arts. 1.1, 9.3, 24.1 y 35 CE y el Convenio 158 OIT de 22-junio-1982), así como la concurrencia del presupuesto de urgencia habilitante para dictar el Gobierno el RDL 3/2012.
En definitiva, como principio básico interpretativo y aplicativo es trascedente la reiterada doctrina constitucional relativa a que "el contrato de trabajo no puede considerarse como un título legitimador de recortes en el ejercicio de los derechos fundamentales que incumben al trabajador como ciudadano, que no pierde su condición de tal por insertarse en el ámbito de una organización privada" (
); "pero que, partiendo de este principio, no puede desconocerse tampoco que la inserción en la organización ajena modula aquellos derechos, en la medida estrictamente imprescindible para que el correcto y ordenado desenvolvimiento de la actividad productiva reflejo, a su vez, de derechos que han recibido consagración en el texto de nuestra norma fundamental  (arts. 38 y 33 CE)" y que, -- lo que es muy importante a los fines ahora analizados --, como en todo caso de colisión de derechos fundamentales o bienes constitucionalmente protegidos, deben apreciarse "los intereses en presencia, mediante una adecuada ponderación de las circunstancias concurrentes" (
).

6.- LA IMPUNIDAD JURÍDICA DE MUCHAS DECISIONES ECONÓMICAS Y LA INSUFICIENCIA ACTUAL DE LAS NORMAS Y DE ORGANISMOS SUPRAESTATALES QUE GARANTICEN LA EFECTIVA APLICACIÓN DE LAS NORMAS.
La “globalización” comporta una nueva forma de organización socio-económica; el intentar dar soluciones jurídicas a los problemas derivados, en continua evolución, conlleva la necesariedad de un permanente ajuste de las estructuras jurídicas.


Este ajuste frecuentemente resultará tardío e ineficaz. Los ámbitos de decisión económica, -- eufemísticamente, en el debate político y en los preámbulos normativos, denominados los “mercados” o “mercados internacionales”, a modo de teóricos entes abstractos que deben dar su visto bueno a las decisiones adoptadas formalmente de manera democrática para generarles confianza y sosiego, y los que, en caso contrario, impondrán sanciones económicas desmedidas y se harán dueños sin coste real de las fuentes de riqueza --, superan los clásicos límites territoriales nacionales o estatales, por el poder adoptar decisiones normativas de ámbito superior, de existir organismos estructurados adecuadamente (representativos y con sindicatos y asociaciones empresariales capaces de entablar dialogo entre iguales), comporta mayores dificultades y exige tiempos más dilatados, con el riesgo cierto de resultar tardías y, en cualquier caso, no fácilmente controlables en su cumplimiento y ejecución; ante la falta, además, de un verdadero Tribunal Internacional, no de carácter optativo, que conociera de temas sociales con carácter vinculante y con capacidad real para hacer ejecutar sus decisiones.


Mientras tanto, persiste realmente la “impunidad jurídica” de muchas decisiones económicas (a titulo de un simple ejemplo, deslocalizaciones de empresas multinacionales o actuaciones de grupos de empresas de tal carácter) (
), disfrazada, ante la inoperancia de las fórmulas clásicas, mediante decisiones pretendidamente fundadas en estructuras jurídicas formales que no pueden solucionar el problema real suscitado y al que ficticiamente se da respuesta jurídica a través de ellas (despidos colectivos, prejubilaciones u otras), al no podérseles imponer a nivel supra-estatal, ni siquiera muchas veces en ámbitos ajenos a lo judicial a través de negociaciones políticas o económicas, otro tipo de soluciones; y, como ha destacado con realismo la doctrina, “no debe descartarse … la existencia de ´competencia entre Estados´ que rivalizan por atraer actividad económica deslocalizada”; así, entiendo, bien mediante subvenciones, ventajas fiscales o mejores infraestructuras, lo que podemos considerar dentro de la legalidad y de una competencia lícita, o bien mediante el mantenimiento y ofrecimiento de condiciones de trabajo indignas, lo que comporta una rechazable ilicitud vulneradora de derechos humanos generadora, desde el punto de vista estrictamente económico, además, una competencia ilícita o desleal.  


Ante esta situación, las soluciones supraestatales no van a estar lógicamente impulsadas por los grupos económicos o de presión que se amparan en los teóricos vacíos normativos para mantener unas condiciones de trabajo cercanas al nivel de “indecencia” o “indignidad” y muchas veces vulneradoras de los más esenciales derechos humanos, como la vida o la integridad física o moral (trabajo esclavo, trabajo de menores, trabajo sin prevención de riesgos, trabajos degradantes u otros).


Han de ser los Estados miembros de la Comunidad Internacional más responsables, -- entre los que, vergonzosamente, no se encuentran en ocasiones los más vinculados a los referidos grupos --, los que deben impulsar activamente, junto con las idóneas Organizaciones internacionales y, lo que es muy importante,  contando con los Sindicatos y Asociaciones empresariales responsables de ámbito supranacional que sean capaces de superar presiones corporativas circunstanciales, la formulación de las más adecuadas normas supraestatales que igualen al máximo las condiciones de trabajo en un nivel suficiente de dignidad y de “decencia”, dotándolas al mismo tiempo, para que no se conviertan en la práctica en un simple catálogo de derechos, de unos efectivos procedimientos de garantía, a través, entre otros, de la creación de los correspondiente tribunales supraestatales, con competencias directas y de ejecución. 


Comparto plenamente en este punto el planteamiento formulado por Julia LÓPEZ (
), en el sentido de que la respuesta de los ordenamientos jurídicos a la nueva realidad de la globalización pasa por caminar hacia un mayor protagonismo de los niveles internacionales en el reconocimiento de derechos; y, con cita de ROMAGNOLI (
), señala que tanto a través de los convenios internacionales, como del ordenamiento comunitario se han de ir internacionalizando cada vez más las estructuras normativas.

En conclusión, y a modo de reflexión, ante la actual situación de crisis y de globalización, cabe defender que los juristas, los operadores jurídicos, los empresarios y sus asociaciones, los trabajadores de cualquier naturaleza y sus sindicatos representativos, al igual que los Estados y cualesquiera de sus ciudadanos, no podemos centrarnos en el análisis abstracto de las condiciones de trabajo, olvidando que quienes no disponen de las mínimas condiciones para desarrollar una vida digna no disfrutan de la mayor parte de los derechos humanos y no tienen medios para exigir su no violación. 
Se ha afirmado, con rotundidad (PÉREZ ESQUIVEL, A.), que “en la actualidad existe un delito igualmente grave que permanece impune: ´la muerte sistemática por privación de derechos humanos fundamentales´ -salud, trabajo, alimentación, vivienda-. El hambre de nuestros pueblos no es un producto de la naturaleza sino una consecuencia de los actos de gobierno y de la aplicación exclusiva de las leyes de mercado a las relaciones ´humanas´”; señalando que existe un sinnúmero de violaciones cotidianas de derechos humanos “que poseen su punto de partida en la privación del derecho de toda persona y de todo pueblo a cubrir sus necesidades básicas” (
). 


Palabras de enorme actualidad ante en drama de los suicidios con ocasión de desahucios de viviendas por impagos de deudas garantizadas con hipotecas concedidas por las entidades bancarias ejecutantes y cuyo origen, además, en múltiples ocasiones está vinculado directamente a la carencia de ingresos personales y familiares tras la perdida de los puestos de trabajo o de la situación del pequeño o mediano empresario que ha visto desaparecer su empresa que era su fuente de ingresos en gran parte de las ocasiones por falta de financiación. 


Desgraciadamente solo ante estas graves situaciones, y por medidas de presión colectivas, los poderes públicos, que han instaurado y mantenido normativas injustas, intentan recomendar a los bancos o a las grandes empresas flexibilización en la toma de sus decisiones y únicamente en casos extremos parecen estar dispuestos a valorar la estricta modificación de la normativa aplicable, para no hacerlas depender en exclusiva de los mercados. 


Defendamos, en definitiva, desde nuestros respectivos ámbitos y responsabilidades, la plenitud de los derechos humanos fundamentales y el derecho de toda persona y de todo pueblo a cubrir sus necesidades básicas.
�.- En el preámbulo del citado RDL 10/2010 se inicia la errónea justificación y la inadecuada articulación de soluciones para la crisis económica, señalando como debilidades de “nuestro modelo de relaciones laborales …: un significativo peso de los trabajadores con contrato temporal (en torno a un tercio del total de asalariados por cuenta ajena), que constituye una anomalía en el contexto europeo, y que ha derivado en una fuerte segmentación entre trabajadores fijos y temporales; un escaso desarrollo de las posibilidades de flexibilidad interna en las empresas que ofrece la legislación actual; una insuficiente capacidad de colocación de los servicios públicos de empleo; la persistencia de elementos de discriminación en el mercado de trabajo en múltiples ámbitos, pero de forma muy señalada en el empleo de mujeres, personas con discapacidad y desempleados de más edad” y concluyendo que “La crisis económica ha puesto en evidencia la insostenibilidad económica y social de este modelo, que ha generado la rápida destrucción de cientos de miles de puestos de trabajo. A su corrección se dirigen esencialmente las medidas contenidas en este Real Decreto-ley …” .





�.- Se argumenta que “… el Real Decreto-ley responde en su procedimiento de elaboración al método que ha sido habitual en las reformas laborales llevadas a cabo en nuestro país en las últimas décadas. Así, las medidas incluidas en esta norma han sido objeto de amplio e intenso debate durante los últimos meses en el marco del diálogo social con las organizaciones sindicales y empresariales más representativas a nivel estatal. En el convencimiento de que el consenso de los interlocutores sociales constituye la vía más eficaz para introducir cambios sustanciales en el sistema de relaciones laborales, el Gobierno ha prorrogado el debate hasta apurar las posibilidades de alcanzar un acuerdo. Sin embargo, agotados los esfuerzos por alcanzarlo, la adopción de las medidas que se consideran necesarias para dinamizar el mercado de trabajo y mantener el empleo existente no puede dilatarse por más tiempo. En todo caso, el proceso de diálogo social ha servido para conocer las posiciones de las organizaciones empresariales y sindicales respecto de los objetivos de la reforma y de su orientación”.





�.- Se argumenta en el Preámbulo citado que “El Capítulo II agrupa diversas medidas que pretenden potenciar los instrumentos de flexibilidad interna … favoreciendo la adaptabilidad de las condiciones de trabajo a las circunstancias de la producción, bajo la consideración general de que dichos instrumentos constituyen una alternativa positiva frente a medidas de flexibilidad externa que implican un ajuste en el volumen de empleo”.





�.- Destaca el Preámbulo que “… se da una nueva redacción a las causas del despido por razones económicas, técnicas, organizativas o de producción ... La experiencia obtenida en los últimos años ha puesto de manifiesto … algunas deficiencias en el funcionamiento de las vías de extinción previstas en los artículos 51 y 52 c) del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores,… al desplazar muchas extinciones de contratos indefinidos realmente basadas en motivaciones económicas o productivas hacia la vía del despido disciplinario improcedente”, afirmando querer justificarlo en la exigencia de una pretendida “mayor certeza” para todos los afectados, incluidos los jueces, indicando que “Se ha estimado necesaria … una nueva redacción de estas causas de extinción que proporcione una mayor certeza tanto a trabajadores y a empresarios como a los órganos jurisdiccionales en su tarea de control judicial. En este sentido, no sólo se mantiene intacto el derecho de los trabajadores a la tutela judicial efectiva en esta materia, sino que la modificación integra en la Ley la interpretación que los órganos jurisdiccionales han hecho de las causas del despido objetivo ... En definitiva, se persigue con ello reforzar la causalidad de la extinción de los contratos de trabajo, canalizando su finalización hacia la vía que proceda en función de la causa real que motiva su terminación …”.





�.- STS/IV 8-noviembre-2011: “… debe incluirse entre las formalidades requeridas por la ley ´la entrega de la copia de la carta de despido a los representantes de los trabajadores, y ello porque la omisión de esta exigencia no es un mero incumplimiento de un deber de información cuya represión se agote en una sanción administrativa. La información a los representantes de los trabajadores sobre los despidos objetivos económicos es una pieza esencial del sistema legal de control de la distinción institucional entre el despido colectivo y el objetivo. Sin una información de esta clase, que tiene necesariamente que centralizarse en la representación unitaria de los trabajadores, éstos tendrán importantes dificultades para conocer la situación de la empresa en orden a la correcta utilización del cauce del despido objetivo económico y, por tanto, será muy difícil acreditar la eventual superación de los límites cuantitativos a efectos de mantener en el proceso la causa de nulidad del apartado d) del número 2 del art. 122 LPL en relación con el art. 51.1 ET: la utilización indebida del despido objetivo por sobrepasar los límites cuantitativos mencionados en el último precepto citado”.





�.- Se afirma en dicha STS/IV 30-marzo-2010, -- lo que además tiene interés, como luego analizaremos, sobre el otro extremo de la causa del despido objetivo y su valoración judicial --, que “El significado de la palabra ´causa´ en el contexto de la regulación de las causas del despido objetivo por necesidades de la empresa se refiere normalmente no al tipo genérico de causa de despido (por ejemplo, la reestructuración de la plantilla, el cambio en los productos o en los procesos de producción) o a la causa remota  que genera las dificultades o situaciones negativas de la empresa en la que se produce el despido (por ejemplo, la crisis económica o las nuevas tecnologías) sino precisamente, como dice repetidamente el art. 51 ET, a las concretas dificultades o situaciones económicas negativas de la empresa alegadas por el empresario para justificar su decisión extintiva. Son estas dificultades o situaciones económicas negativas las que constituyen, en terminología del art. 51 ET … las ´causas motivadoras´ (art. 51.3 ET, art. 51.4 ET art. 51.12 ET) que pueden justificar el acto de despido. Por tanto, no es solamente una causa abstracta la que tiene que expresarse en la carta de despido, sino también la causa concreta y próxima motivadora de la decisión extintiva, que refleja la incidencia en la empresa de un determinado tipo de causa o de una posible causa remota. Así lo entendió tradicionalmente la jurisprudencia sobre causas de despido disciplinario (STS 3-11-1982; STS 10-3-1987, Rº 1100/1986), y así lo ha entendido en general la doctrina científica en lo que concierne al despido objetivo por necesidades de la empresa. 


                El razonamiento anterior no queda invalidado … por una supuesta virtualidad general de la vía de despido del art. 56.2 ET. Este cauce especial está previsto en principio para el despido disciplinario y se extendería por remisión (aunque en el presente caso no es imprescindible pronunciarse sobre ello) a las extinciones del contrato por causas objetivas reguladas en el art. 52 ET. Pero en lo que concierne particularmente a las extinciones objetivas por causas empresariales del art. 52.c) ET la remisión no debe alcanzar a la supresión del requisito de forma escrita ´expresando la causa´…”. 





�.- Se preceptuaba en el referido art. 3 RDL 10/2010 que “Cuando el contrato se extinga por causas objetivas y la extinción sea declarada judicialmente improcedente o reconocida como tal por el empresario, la cuantía de la indemnización a la que se refiere el artículo 53.5 del Estatuto de los Trabajadores, en su remisión a los efectos del despido disciplinario previstos en el artículo 56 del mismo texto legal, será de treinta y tres días de salario por año de servicio, prorrateándose por meses los períodos de tiempo inferiores a un año y hasta un máximo de veinticuatro mensualidades” y que “Si se procediera según lo dispuesto en el artículo 56.2 del Estatuto de los Trabajadores, el empresario deberá depositar en el Juzgado de lo Social la diferencia entre la indemnización ya percibida por el trabajador según el artículo 53.1.b) de la misma Ley y la señalada en el párrafo anterior”. 





�.- FALGUERA I CRESPO, MIQUEL (“La causalidad y su prueba en los despidos económicos, técnicos, organizativos y productivos tras la reforma laboral”, Ed. Bomarzo 2013).


�.- Disponía el originario art. 52.c) ET que el contrato de trabajo podría extinguirse “Cuando exista la necesidad objetivamente acreditada de amortizar puestos de trabajo por alguna de las causas previstas en el artículo 51.1 de esta Ley y en número inferior al establecido en el mismo. A tal efecto, el empresario acreditará la decisión extintiva en causas económicas, con el fin de contribuir a la superación de situaciones económicas negativas, o en causas técnicas, organizativas o de producción, para superar las dificultades que impidan el buen funcionamiento de la empresa, ya sea por su posición competitiva en el mercado o por exigencias de la demanda, a través de una mejor organización de los recursos”.





�.- El reformado en el año 2010 art. 51.1 ET, esquemáticamente afirmaba que “se entiende” que concurrían: A ) Causas económicas “cuando de los resultados de la empresa se desprenda una situación económica negativa” y que “a estos efectos, la empresa tendrá que acreditar los resultados alegados y justificar que de los mismos se deduce mínimamente la razonabilidad de la decisión extintiva”; B ) Causas técnicas “cuando se produzcan cambios, entre otros, en el ámbito de los medios o instrumentos de producción”; C ) Causas organizativas “cuando se produzcan cambios, entre otros, en el ámbito de los sistemas y métodos de trabajo del personal”; y D ) Causas productivas “cuando se produzcan cambios, entre otros, en la demanda de los productos o servicios que la empresa pretende colocar en el mercado”. 





�.- Se afirma que “La caracterización del despido colectivo, con un expediente administrativo y posibles impugnaciones administrativas y judiciales, se ha revelado contraria a la celeridad que es especialmente necesaria cuando se trata de acometer reestructuraciones empresariales. De ahí, seguramente, la tendencia a alcanzar acuerdos con los representantes de los trabajadores durante el período de consulta como modo de asegurar la autorización por parte de la autoridad laboral. Sin embargo, ello se ha hecho muchas veces a costa de satisfacer indemnizaciones a los trabajadores despedidos por encima de la legalmente prevista para este despido. Se desnaturaliza así, en buena medida, el período de consultas con los representantes de los trabajadores que, en atención a la normativa comunitaria, deben versar sobre la posibilidad de evitar o reducir los despidos colectivos y de atenuar sus consecuencias, mediante el recurso a medidas sociales destinadas, en especial, a la readaptación o la reconversión de los trabajadores despedidos”.


�.- Se establece en el art. 51.1.II ET ex Ley 3/2012 que “Se entiende que concurren causas económicas cuando de los resultados de la empresa se desprenda una situación económica negativa, en casos tales como la existencia de pérdidas actuales o previstas, o la disminución persistente de su nivel de ingresos ordinarios o ventas. En todo caso, se entenderá que la disminución es persistente si durante tres trimestres consecutivos el nivel de ingresos ordinarios o ventas de cada trimestre es inferior al registrado en el mismo trimestre del año anterior”, que “Se entiende que concurren causas técnicas cuando se produzcan cambios, entre otros, en el ámbito de los medios o instrumentos de producción; causas organizativas cuando se produzcan cambios, entre otros, en el ámbito de los sistemas y métodos de trabajo del personal o en el modo de organizar la producción y causas productivas cuando se produzcan cambios, entre otros, en la demanda de los productos o servicios que la empresa pretende colocar en el mercado”.





�.- La modalidad prevista puede generar, por su defectuosa técnica legislativa, inseguridad jurídica para trabajadores y empresarios, con las secuelas, entre otras, de cargas de trabajo injustificables ante los diversos órganos jurisdiccionales (en especial ante los Juzgados de lo Social, por obligar a los trabajadores despedidos a formular demandas individuales, que, salvo excepciones, generaran procedimientos declarativos y de ejecución separados), dilaciones, resoluciones contradictorios, etc. Derivado, entre otros extremos, de: 


	a) Las reglas con legitimación activa de representantes legales y/o sindicales de los trabajadores, de la Autoridad laboral y subsidiaria del propio empresario que efectúa el despido (con una fórmula extraña que pretende la cuestionable validación judicial de su decisión extintiva o, en términos legales, “con la finalidad de que se declare ajustada a derecho su decisión extintiva”, sustituyendo la denostada intervención administrativa por la judicialización de la referida modalidad de despido),  con difícil articulación entre ellas y con los concurrentes procesos de despido individuales o plurales (en especial, si en ellos se plantean cuestiones no suscitadas en la impugnación colectiva, como la existencia de un grupo de empresas y la responsabilidad solidaria); 


	b) Por no haberse establecido fórmulas que permitieran la intervención de los trabajadores afectados en los procesos de despido colectivo, bien en la fase declarativa o de ejecución; y 


	c) Por no haberse dispuesto claramente que las sentencias del proceso de despido colectivo no sean meramente declarativas sino condenatorias y susceptibles de ejecución tras la determinación incidental de los trabajadores afectados y la regulación de la subsiguiente ejecución colectiva.


	Quizá una posible solución técnica unificadora, generando simplicidad y celeridad, podría haber sido la utilización de la modalidad procesal de conflicto colectivo introducida por la LRJS respecto a “las demandas que afecten … a un colectivo genérico susceptible de determinación individual” (art. 153.1 LRJS), en cuyo caso la demanda “…cuando se formulen pretensiones de condena que aunque referidas a un colectivo genérico, sean susceptibles de determinación individual ulterior sin necesidad de nuevo litigio, habrán de consignarse los datos, características y requisitos precisos para una posterior individualización de los afectados por el objeto del conflicto y el cumplimiento de la sentencia respecto de ellas” (art. 157.1.a LRJS), posibilitando, en su caso, la intervención de los trabajadores afectados al modo se efectúa en el art. 151.5.II LRJS en la modalidad procesal de impugnación de actos administrativos no prestacionales (aplicable a la decisión extintiva por fuerza mayor);  y la sentencia sería de condena y no meramente declarativa (art. 160.3 LRJS), con lo que sería susceptible de ser ejecutada bajo la nueva modalidad de ejecución en conflictos colectivos regulada en el art. 247 LRJS y prevista para las “sentencias recaídas en procesos de conflictos colectivos estimatorios de pretensión de condena y susceptibles de ejecución individual”, y como se ha previsto expresamente por la propia  Ley 3/2012 que ha reformado el art. 247.2 LRJS para adicionar que “La modalidad de ejecución de sentencias firmes regulada en este artículo será aplicable a los restantes títulos ejecutivos, judiciales o extrajudiciales, de naturaleza social, estimatorios de pretensión de condena y susceptibles de ejecución individual en los términos del apartado 3 del artículo 160, así como a las sentencias firmes u otros títulos ejecutivos sobre … suspensión del contrato o reducción de la jornada por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción, de carácter colectivo”.





�.- Art. 56.1 ET: “Cuando el despido sea declarado improcedente, el empresario, en el plazo de cinco días desde la notificación de la sentencia, podrá optar entre la readmisión del trabajador o el abono de una indemnización equivalente a treinta y tres días de salario por año de servicio, prorrateándose por meses los períodos de tiempo inferiores a un año, hasta un máximo de veinticuatro mensualidades. La opción por la indemnización determinará la extinción del contrato de trabajo, que se entenderá producida en la fecha del cese efectivo en el trabajo”. 





�.- Art. 56.2 y 4 ET: “2. En caso de que se opte por la readmisión, el trabajador tendrá derecho a los salarios de tramitación. Estos equivaldrán a una cantidad igual a la suma de los salarios dejados de percibir desde la fecha de despido hasta la notificación de la sentencia que declarase la improcedencia o hasta que hubiera encontrado otro empleo, si tal colocación fuera anterior a dicha sentencia y se probase por el empresario lo percibido, para su descuento de los salarios de tramitación” y “4. Si el despedido fuera un representante legal de los trabajadores o un delegado sindical, la opción corresponderá siempre a éste. De no efectuar la opción, se entenderá que lo hace por la readmisión. Cuando la opción, expresa o presunta, sea en favor de la readmisión, ésta será obligada. Tanto si opta por la indemnización como si lo hace por la readmisión, tendrá derecho a los salarios de tramitación a los que se refiere el apartado 2”. 





�.- Art. 33.8 ET: “8. En los contratos de carácter indefinido celebrados por empresas de menos de veinticinco trabajadores, cuando el contrato se extinga por las causas previstas en los artículos 51 y 52 de esta Ley o en el artículo 64 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, el Fondo de Garantía Salarial abonará al trabajador una parte de la indemnización en cantidad equivalente a ocho días de salario por año de servicio, prorrateándose por meses los periodos de tiempo inferiores al año. No responderá el Fondo de cuantía indemnizatoria alguna en los supuestos de decisiones extintivas improcedentes, estando a cargo del empresario, en tales casos, el pago íntegro de la indemnización.- El cálculo del importe de este abono se realizará sobre las indemnizaciones ajustadas a los límites previstos en el apartado 2 de este artículo”. 





�.- “La Ley se ciñe ahora a delimitar las causas económicas, técnicas, organizativas o productivas que justifican estos despidos, suprimiéndose otras referencias normativas que han venido introduciendo elementos de incertidumbre … tales referencias incorporaban proyecciones de futuro, de imposible prueba, y una valoración finalista de estos despidos, que ha venido dando lugar a que los tribunales realizasen, en numerosas ocasiones, juicios de oportunidad relativos a la gestión de la empresa. Ahora queda claro que el control judicial de estos despidos debe ceñirse a una valoración sobre la concurrencia de unos hechos: las causas. Esta idea vale tanto para el control judicial de los despidos colectivos, cuanto para los despidos por causas objetivas ex artículo 52 c) del Estatuto de los Trabajadores”.


 


�.-  En este sentido, ha señalado la doctrina que “La exclusión de la arbitrariedad en el ejercicio del poder empresarial se expresa de forma específica en la exigencia legal de que determinadas decisiones empresariales que se legitiman en función de la concurrencia de una causa económica o técnica, como ocurre en los despidos económicos, los cambios sustanciales de condiciones de trabajo o la movilidad, o el uso correcto de una facultad jurídicamente condicionada como el poder disciplinario. Todo ello supone tutelar el interés del empresario incluso a costa del interés del trabajador, en cuanto exista un nexo de proporcionalidad y congruencia de la decisión empresarial respecto al fin perseguido, que, en síntesis, es el llamado interés de la empresa, como determinación racional del interés personal del empresario (Barbera), conectando el poder de dirección con la libertad de empresa del art. 38 CE, de la que los poderes públicos garantizan y protegen su ejercicio, en conexión con la defensa de la productividad y de acuerdo con las exigencias económicas” (RODRÍGUEZ-PIÑERO BRAVO-FERRER, M.: “Igualdad y no discriminación en el empleo”).


�
�.- BAYLOS GRAU, A.: “Crisis y despidos: entre el fraude y la desvergüenza” (Nueva Tribuna, 28-enero-2009). 





�.- Entre otras, SSTC 112/2004 de 12-julio, 196/2005 de 18-julio, 74/2007 de 16-abril, 202/2007 de 24-septiembre, 250/2007 de 17-diciembre, 92/2008 de 21-julio.





�.- Estudiado por SANTIAGO REDONDO, K. M. (“El art. 24.1 CE. En particular, el canon reforzado de motivación cuando queda comprometido un derecho fundamental sustantivo”, RL, nº 11, 2009, pags. 41 a 57).





�.- En este sentido FERNÁNDEZ LÓPEZ, Mª. F. (“El acoso moral en el trabajo ¿una nueva forma de discriminación?”. Revista de Derecho Social –RDS, nº 19, 2002, pag. 70).





�.- RODRÍGUEZ-PIÑERO BRAVO-FERRER, M.: “Igualdad y no discriminación en el empleo” (“Derecho y Conocimiento”, vol. I, pags., 463-490, Facultad de Derecho, Universidad de Huelva).





�.- RODRÍGUEZ-PIÑERO BRAVO-FERRER, M.: “Igualdad y no discriminación en el empleo” (ya citado).





�.- BAYLOS GRAU, A. (“Inmigración y derechos sindicales”, Editorial Bomarzo, Albacete, 2009).





�.- Igualmente enseña la doctrina, criticando el discurso de la globalización, que “Lo que se nos viene a decir es que la globalización nos obliga a los países desarrollados a competir con otros donde no hay derechos laborales ni de protección social, lo cual nos sitúa en una desventaja inasumible salvo que entendamos que no tenemos más remedio que rebajar esos derechos sociales de los que aquí disfrutamos”, concluyéndose, acertadamente, que el reto verdaderamente civilizatorio consiste en “elevar el listón de los derechos de los trabajadores de esos países, no rebajar los nuestros en una fatal carrera hacia el abismo” (ALARCÓN CARACUEL, M.R.: “El derecho del trabajo ante la crisis económica y el nuevo modelo productivo”, en prensa).





�.- Concluyendo la referida STC 68/2008 que “Las consecuencias que en el procedimiento legislativo hayan de extraerse de los resultados obtenidos en el diálogo social previo y del acuerdo o de la falta de acuerdo con las organizaciones empresariales y sindicales participantes en el mismo habrán de valorarse y, en su caso, articularse debidamente por los titulares de la potestad legislativa, pero no pueden quedar predeterminadas o condicionadas, en lo que constituiría una flagrante vulneración del procedimiento legislativo parlamentario, mediante decisiones adoptadas al amparo de la potestad reconocida al Gobierno para dictar disposiciones legislativas de urgencia, cuando no concurra el presupuesto habilitante de éstas”.


�.- Entre otras, SSTC 88/1985, 6/1988, 129/1989, 126/1990, 99/1994 de 11-abril, 106/1996, 186/1996, 90/1997, 98/2000 de 10-abril; 186/2000 de 10-julio, 196/2004, 125/2007 de 21-mayo.





�.- Entre otras, SSTC 99/1994, 6/1995, 106/1996, 136/1996, 204/1997 de 25-noviembre, 98/2000, 186/2000 de 10-julio, 192/2003 de 27-octubre, 56/2008 de 14-abril.





�.- Destaca BONET PÉREZ, Jordi (“Mundialización y régimen jurídico internacional del trabajo. La OIT como referente político-jurídico universal”, Barcelona, 2007, en especial pags. 50 y 51), que “la descentralización y troceado de la producción industrial se articula a través de decisiones empresariales que afectan a extensas cadenas de producción, a tenor de una valoración comparativa de las condiciones de competencia existentes: ponderan no sólo las condiciones de trabajo, sino múltiples factores que pueden contribuir al abaratamiento de los costes de producción, como, entre otros, las subvenciones o las ventajas fiscales, así como las exigencias jurídicas que afectan a la producción; y teniendo en cuenta asimismo ´la mejora de las tecnologías de la información y de los servicios de transporte (con la consiguiente baja de los costos relativos a la circulación de informaciones y de bienes de un país a otro)´” y que “no debe descartarse, dentro de estas coordenadas, la existencia de ´competencia entre Estados´ que rivalizan por atraer actividad económica deslocalizada – y, en consecuencia, en la adopción de estrategias competitivas a tal efecto –“. 





�.- LOPÉZ LÓPEZ, Julia (“Los principios del Derecho Social Comunitario en su proyección sobre el Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social”, en Cuadernos de Derecho Judicial, CGPJ, año 2000, pags. 18 a 70, en esp. pag. 20 y 21 ). 





�.- ROMAGNOLI, U. (“Globalización y Derecho del Trabajo”, RDS nº 5, pags. 9 y ss.).





�.- SALINAS MOLINA, F. (“Derechos Humanos y Derecho a la Justicia: especial análisis de la emergencia de la jurisdicción especializada social para la defensa de los derechos de los trabajadores”, ponencia presentada en Foro Mundial de Jueces, Porto Alegre – Brasil- febrero 2005).
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